Artículo 33.- Pruebas e informes.


1.- En los procedimientos económico-administrativos serán de aplicación las normas que sobre medios y valoración de prueba se contienen en el Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, salvo que la normativa específica establezca otra cosa.


2.- Las pruebas serán fundamentalmente documentales. No obstante, cuando la naturaleza del caso lo requiera, podrán valorarse pruebas periciales, testificales o declaraciones de parte.


3.- Los interesados podrán completar el expediente acompañando a sus escritos dictámenes técnicos y, en general, todos los documentos públicos o privados que puedan convenir a su derecho, cuya fuerza de convicción será apreciada por el Tribunal al dictar la resolución que ponga fin al procedimiento.


Dicha resolución no entrará a examinar las pruebas aportadas relativas a hechos que no sean relevantes para el conocimiento de las cuestiones debatidas, bastando con su enumeración.


4.- Los interesados podrán proponer, además, aquellas pruebas documentales que sean relevantes para la resolución de la reclamación y que les resulten de imposible aportación, señalando, en su caso, el lugar donde se encuentren.


5.- Mediante resolución del Secretario se inadmitirán o denegarán las pruebas propuestas cuando sean ilícitas, se refieran a hechos que no guarden relevancia para la decisión de las pretensiones ejercitadas o no aporten datos distintos a los ya obrantes en el expediente.


6.- El Tribunal podrá acordar la apertura de un período de prueba por plazo de 10 días, a fin de que los interesados acrediten los hechos alegados que no resulten del expediente administrativo.


Asimismo podrá, de oficio, acordar la práctica de las pruebas que estime oportunas para la resolución de la reclamación.


7.- El expediente de la reclamación, con el resultado de las pruebas acordadas de oficio, se pondrá de manifiesto a los interesados para que dentro de un plazo de 10 días puedan concluir alegaciones.


8.- Las resoluciones y los acuerdos a los que se refieren los apartados 5 y 6 tendrán carácter de actos de trámite y contra ellos no se dará recurso.


9.- El Tribunal podrá requerir los informes que considere necesarios o convenientes para la resolución de la reclamación, al órgano que dictó el acto impugnado o a otros órganos administrativos.


En este supuesto, se pondrá de manifiesto el expediente de la reclamación a los interesados para que en un plazo de 10 días aleguen lo que estimen procedente.


10.- A los efectos del plazo máximo para notificar la resolución, no se incluirá el período empleado por otros órganos administrativos para remitir los informes a que hace referencia el apartado anterior. Los períodos no incluidos en el cómputo del plazo no podrán ser superiores a dos meses.
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